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Por todo ello ha de concluirse que la ausencia de moti-
vación sobre los criterios que han conducido al Juzgado a 
rechazar la prescripción alegada por la recurrente ha 
lesionado el derecho de ésta a la tutela judicial efectiva, 
cuyo restablecimiento impone la anulación de la Senten-
cia del Juzgado de lo Contencioso-Administrativo núm. 1 
de Barcelona de 29 de abril de 2002 –y asimismo del pos-
terior Auto de 21 de junio de 2002, en cuanto trae causa 
de la Sentencia que se anula–, con retroacción de las 
actuaciones al momento inmediatamente anterior a dictar 
sentencia, a fin de que dicho órgano judicial dicte una 
nueva en la que resuelva sobre tal extremo en forma debi-
damente motivada.

FALLO

En atención a todo lo expuesto, el Tribunal Constitu-
cional, POR LA AUTORIDAD QUE LE CONFIERE LA CONSTITUCIÓN DE LA 
NACIÓN ESPAÑOLA,

Ha decidido

Otorgar el amparo solicitado por Urbanlex Consulting, 
S.L. y, en su virtud:

1.º Reconocer su derecho a la tutela judicial efectiva 
(art. 24.1 CE).

2.º Declarar la nulidad de la Sentencia del Juzgado 
de lo Contencioso-Administrativo núm. 1 de Barcelona 
de 29 de abril de 2002, dictada en el recurso contencioso-
administrativo núm. 319-2001, y del posterior Auto de 21 
de junio de 2002, recaído en el incidente de nulidad de 
actuaciones promovido contra aquélla.

3.º Retrotraer las actuaciones al momento procesal 
inmediatamente anterior al de dictarse la Sentencia anu-
lada, para que el Juzgado, con plenitud de jurisdicción, 
dicte una nueva respetuosa con el derecho fundamental 
reconocido.

Publíquese esta Sentencia en el «Boletín Oficial del 
Estado».

Dada en Madrid, a doce de diciembre de dos mil 
cinco.–María Emilia Casas Baamonde.–Javier Delgado 
Barrio.–Roberto García-Calvo y Montiel.–Jorge Rodrí-
guez-Zapata Pérez.–Manuel Aragón Reyes.–Pablo Pérez 
Tremps.–Firmado y rubricado. 

 394 Sala Primera. Sentencia 312/2005, de 12 de 
diciembre de 2005. Recurso de amparo 
4823-2002. Promovido por don John James 
Zabala Sánchez frente al Auto de la Sala de lo 
Penal del Tribunal Supremo y la Sentencia de la 
Audiencia Provincial de las Palmas de Gran 
Canaria, que le condenó por un delito contra la 
salud pública.
Vulneración del derecho a la presunción de 
inocencia: condena penal fundada en declara-
ciones de un coimputado no corroboradas 
(STC 72/2001).

La Sala Primera del Tribunal Constitucional, com-
puesta por doña María Emilia Casas Baamonde, Presi-
denta; don Javier Delgado Barrio, don Roberto Gar-
cía-Calvo y Montiel, don Jorge Rodríguez-Zapata Pérez, 
don Manuel Aragón Reyes y don Pablo Pérez Tremps, 
Magistrados, ha pronunciado

EN NOMBRE DEL REY

la siguiente

SENTENCIA

En el recurso de amparo núm. 4823-2002, promovido 
por don John James Zabala Sánchez, representado por la 
Procuradora de los Tribunales doña Sonia López Caballero 
y asistido por la Abogada doña Rosa Mary Callero Cañada, 
contra el Auto de la Sala de lo Penal del Tribunal Supremo, 
de 24 de mayo de 2002, que declara no haber lugar a la 
admisión del recurso de casación núm. 2088-2001, inter-
puesto contra la Sentencia de la Audiencia Provincial de 
las Palmas de Gran Canaria, Sección Primera, de fecha 7 
de marzo de 2001, dictada en autos núm. 106-2000, que le 
condenó como autor de un delito contra la salud pública. 
Ha intervenido el Ministerio Fiscal. Ha sido Ponente el 
Magistrado don Pablo Pérez Tremps, quien expresa el 
parecer de la Sala.

I. Antecedentes

1. Mediante escrito que tuvo entrada en el Registro 
General de este Tribunal el día 3 de agosto de 2002, la 
Procuradora de los Tribunales doña Sonia López Caba-
llero, en nombre y representación de don John James 
Zabala Sánchez, interpuso recurso de amparo contra las 
resoluciones judiciales que se citan en el encabeza-
miento.

2. Los hechos en los que tiene su origen el presente 
recurso y relevantes para su resolución son, sucintamente 
expuestos, los siguientes:

a) Por Sentencia de la Sección Primera de la Audien-
cia Provincial de Las Palmas, de 7 de marzo de 2001, se 
condenó al ahora demandante de amparo como autor de 
un delito contra la salud pública tipificado en los arts. 368 
y 374 del Código penal, referido a sustancias que causan 
grave daño a la salud, sin la concurrencia de circunstan-
cias modificativas de la responsabilidad criminal, a la 
pena de cinco años de prisión y multa de cinco millones 
de pesetas, así como al pago por mitad de las costas pro-
cesales.

Esta Sentencia contiene la siguiente relación de hechos 
probados: «Sobre las 9:10 horas del día 8 de junio de 2000, 
el acusado don Marco Tulio Acuña Ochoa, mayor de edad y 
sin antecedentes penales, acudió a la oficina de Correos de 
Puerto del Carmen [término municipal de Tías (Lanza-
rote)], a recoger un paquete procedente de Colombia que 
debía entregar al otro acusado don John James Zabala 
Sánchez, también mayor de edad y sin antecedentes 
penales, para su ulterior distribución a terceros. Intercep-
tado el paquete y analizado su contenido, éste resultó ser 
97,8 y 99,8 gramos de cocaína de una riqueza de 55,8 % y 
61,6 % en cocaína base respectivamente. El precio de 
dicha droga en el mercado es de 1.877.200 pesetas».

La prueba de cargo en la que se funda la condena del 
demandante de amparo es el testimonio del coimputado, 
respecto del cual en el fundamento jurídico tercero se 
realizan las siguientes consideraciones: «El acusado don 
Marco Tulio Acuña Ochoa relató en el juicio oral, con todo 
lujo de detalles y ratificando verosímilmente las declara-
ciones vertidas por este imputado en la fase instructora 
(en dependencias policiales y judiciales), en las que 
informó de las circunstancias en que conoció a don John 
James Zabala Sánchez, de la certeza que tenía de que su 
compatriota se estaba dedicando al tráfico de estupefa-
cientes (mediante la recepción de paquetes con droga 
procedentes de Colombia), del motivo por el cual se 
prestó a colaborar con él en la operación de envío por 
correo desde aquel país de la partida de droga que tenía 
por destinatario a este último acusado (el imperioso 
pago de una hipoteca por importe de unas doscientas mil 
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pesetas al cambio, más los intereses, el 9 de junio 
de 2000), de la razón por la que el paquete que don 
Marco Tulio recogió en la oficina de Puerto del Carmen 
iba a nombre del denominado Norbey Soto (explicando, 
por si lo dicho no resultara suficiente, las gestiones reali-
zadas ante la persona que remitió el paquete desde 
Colombia, el llamado Juan Carlos Ramírez, a quien cono-
cía porque esta persona tuvo una relación sentimental 
anterior con la actual esposa del acusado), que a su vez 
mandó un fax desde allí a Puerto del Carmen autorizando 
a don Marco Tulio Acuña Ochoa para la recepción del 
paquete enviado a nombre del referido Norbey Soto (fax 
que figura en las actuaciones al folio 23) y de los pasos 
que este inculpado tendría que dar una vez se hiciera con 
el paquete, entre ellos, a su destinatario, el coimputado 
don John James Zabala Sánchez.

A más abundamiento, en fin, no podemos soslayar el 
testimonio –lógicamente exculpatorio– ofrecido por el 
mencionado John James Zabala Sánchez, por cuanto a 
preguntas del Ministerio Fiscal llegó a manifestar categó-
ricamente que se llevaba bien con Marco Tulio Acuña 
Ochoa y que por lo tanto no existía motivo alguno que 
pudiera justificar la incriminación que aquél le hacía (dato 
éste que refuerza todavía más si cabe la credibilidad de la 
narración fáctica ofrecida por el repetido Marco Tulio 
Acuña Ochoa)».

b) Contra la anterior resolución, se interpuso recurso 
de casación, inadmitido por Auto de la Sala de lo Penal 
del Tribunal Supremo, de 24 de mayo de 2002.

El Tribunal Supremo rechaza la alegada vulneración 
del derecho a la presunción de inocencia con la siguiente 
argumentación en el razonamiento jurídico segundo del 
Auto: «En el caso presente, el Tribunal de instancia consi-
dera probado la comisión del hecho delictivo enjuiciado 
por el hecho, en primer lugar, de la aprehensión material 
de la droga, cocaína, con un peso total de 197,6 gramos, y 
pureza entre 55,8 y 61,6 %, sustancia tóxica pericialmente 
analizada, en el interior de un paquete postal que, ante las 
sospechas de que podía contener droga, fue objeto de la 
debida entrega controlada al coimputado don Marco Tulio 
Acuña Ochoa. Una vez que se detuvo a tal acusado, son 
los propios miembros de la Guardia Civil que departieron 
en el acto de la vista los que manifiestan que, ante la sor-
presa del citado acusado al descubrir el contenido del 
paquete, éste manifestó espontáneamente que era para 
entregarlo al recurrente. Es la misma Sala de instancia la 
que cuidadosamente analiza tales declaraciones inculpa-
torias del coacusado, concluyendo que las mismas no 
aparecen empañadas por motivos espurios, ni con finali-
dad autoexculpatoria: el coimputado Acuña Ochoa ha 
mantenido a lo largo de todo el procedimiento, y en el 
acto del juicio oral, con todo lujo de detalles, las circuns-
tancias en las que conoció al recurrente, la certeza que 
tenía de que se dedicaba al tráfico de drogas, ya que 
manejaba mucho dinero y no tenía trabajo, y la necesidad 
que tenía de colaborar con éste en tal ilícito negocio ante 
la obligación de pagar una hipoteca.

El Tribunal de instancia, asimismo, considera acredi-
tada la comisión del hecho delictivo a partir de la denomi-
nada prueba indiciaria, con respecto al citado acusado, y 
ello ante la negativa de éste a reconocer su participación 
en los hechos. Es bien sabido que la determinación de lo 
que se alberga en la conciencia de la persona, o de sus 
designios o intenciones, es algo que, salvo espontánea y 
voluntaria manifestación, ha de obtenerse por medio de 
las vías indirectas o pruebas indiciarias, interpretando 
adecuadamente todas las circunstancias concurrentes, 
coetáneas y posteriores al hecho enjuiciado.

En el presente caso, la Sala, en su fundamento jurí-
dico tercero, considera probada la participación del acu-
sado en la comisión del delito por la concurrencia de 
varios contundentes indicios, tal y como son la recepción 

de un fax, autorizando al acusado a recoger el envío remi-
tido a un supuesto nombre falso, Norbey Soto, tal y como 
mantiene el coimputado, así como las gestiones que 
debía consumar para hacerse con el referido paquete. Por 
último, la Sala valora las declaraciones exculpatorias del 
recurrente, quien llega a manifestar con contundencia 
que no comprende por qué se le imputa el delito del que 
se le acusa, ya que mantenía buenas relaciones persona-
les con el acusado don Marco Tulio. Todos estos indicios 
nos llevan a la verificación de la racionalidad de los juicios 
de inferencias alcanzados por la Sala y que le permitieron 
obtener el juicio de certeza objetivado en el factum, de 
suerte que tales conclusiones no están en contra de las 
máximas de experiencia, reglas de la lógica y principios 
científicos, comprobándose, en definitiva, que tales con-
clusiones no son arbitrarias en cumplimiento del art. 9 
apartado 3 de la Constitución».

3. El recurrente fundamenta su demanda de amparo 
en la vulneración del derecho fundamental a la presun-
ción de inocencia (art. 24.2 CE). Se alega la inexistencia de 
prueba de cargo válida para desvirtuarla, puesto que el 
fallo condenatorio se funda exclusivamente en la declara-
ción del coimputado, que fue detenido en el momento de 
retirar el paquete intervenido en el que se encontraba la 
droga, y que era quien tenía el resguardo a nombre de 
Norbey Soto y el fax en el que éste le autorizaba para 
recogerlo.

También se señala que la Audiencia no valoró la decla-
ración en el plenario de los guardias civiles que instruye-
ron el atestado, quienes sostuvieron en el acto del juicio 
que el demandante llevaba cinco años trabajando en la 
isla, en el sector de la hostelería, y que nunca antes había 
estado relacionado con el mundo de la droga (en contra 
de lo afirmado por don Marco Tulio Acuña Ochoa), ni tam-
poco el hecho de que no se hallara en poder del recurrente 
ningún objeto relacionado con dicho tráfico, ni siquiera 
dinero.

Igualmente se manifiesta la sorpresa ante las afirma-
ciones vertidas en el Auto del Tribunal Supremo sobre la 
existencia de indicios incriminatorios contra el recurrente, 
cuando de la lectura de la causa se desprende que no 
existe ninguno, afirmando erróneamente que fue él quien 
recibió el fax e indicaciones de lo que debía hacer con el 
paquete, pues como el propio coimputado don Marco 
Tulio Acuña Ochoa manifestó en el acto del juicio, fue a él 
a quien se le envió el fax, tras haber intentado retirar sin 
éxito el paquete a nombre de Norbey Soto con el res-
guardo que tenía en su poder, tras hablar él con Juan 
Carlos Ramírez, que se encontraba en Colombia.

4. Por providencia de 19 de abril de 2004, la Sección 
Segunda de este Tribunal acordó la admisión a trámite de 
la demanda y, a tenor de lo dispuesto en el art. 51 LOTC, 
requerir a la Sala de lo Penal del Tribunal Supremo y a la 
Sección Primera de la Audiencia Provincial de Las Palmas 
de Gran Canaria para que el plazo de diez días remitieran 
testimonio del recurso de casación núm. 2088-2001 y de 
los autos núm. 106-2000, interesándose al tiempo que se 
emplazara a quienes fueron parte en el procedimiento, a 
excepción del demandante de amparo, para que en el 
plazo de diez días pudieran comparecer en este proceso 
constitucional.

5. Por otra providencia de la misma fecha se acordó 
la apertura de la correspondiente pieza separada para la 
tramitación del incidente de suspensión, concediéndose 
un plazo común de tres días a los recurrentes y al Ministe-
rio Fiscal para que formularan alegaciones sobre el parti-
cular, conforme a lo previsto en el art. 56 LOTC. Evacuado 
dicho trámite, mediante Auto de 12 de julio de 2004, la 
Sala Primera acordó denegar la suspensión solicitada.
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6. Una vez recibidos los testimonios de las actuacio-
nes, a través de una diligencia de ordenación de 15 de 
julio de 2004 se dio vista de las mismas a la parte recu-
rrente y al Ministerio público por término de veinte días, 
dentro de los cuales podrían presentar las alegaciones 
que estimasen pertinentes, conforme a lo establecido en 
el art. 52 LOTC.

7. El día 17 de septiembre de 2004 presentó sus ale-
gaciones el Ministerio Fiscal, interesando el otorgamiento 
del amparo solicitado, considerando vulnerado el dere-
cho del recurrente a la presunción de inocencia (art. 24.2 
CE), por entender que no ha existido una actividad proba-
toria de cargo suficiente para enervarla, al reducirse ésta 
a las declaraciones incriminatorias del coimputado, sin 
que la circunstancia de encontrarse el recurrente en para-
dero desconocido y en situación de busca y captura 
pueda afectar a este derecho fundamental.

Tras recordar la jurisprudencia de este Tribunal en 
relación con el valor probatorio de las declaraciones incri-
minatorias prestadas por un coimputado, afirma el Fiscal 
que «la lectura de la sentencia es expresiva de que todo el 
acervo probatorio de cargo expuesto por la Audiencia 
para apreciar la participación del actor en los hechos se 
sostiene exclusivamente sobre las declaraciones del
Sr. Acuña Ochoa, puesto que, si bien el mismo ha mante-
nido inalterable el sentido de sus manifestaciones, desde 
el comienzo de la instrucción de la causa hasta el acto del 
juicio oral, alegando que el paquete postal que fue a reco-
ger a la oficina de Correos tenía por último destinatario al 
Sr. James Zabala Sánchez también lo es que, aparte de 
estas declaraciones, no existe ningún otro dato externo a 
aquellas que avale el contenido de las mismas.

En efecto, la recepción del fax al que se refiere el fun-
damento jurídico tercero de la Sentencia lo único que 
permite acreditar es que se autorizaba al otro coacusado 
en el procedimiento, el Sr. Acuña Ochoa, a recoger el 
paquete sin que en el mismo se haga referencia alguna al 
demandante de amparo. Dado que al Sr. Acuña Ochoa, en 
un primer intento de recogida del paquete, no le fue 
entregado el mismo porque no pudo acreditar su vincula-
ción con el signado destinatario del paquete, el Sr. Nor-
bey Soto, y hubo de aportar la correspondiente autoriza-
ción del remitente, la misma al único que hace referencia 
es al propio Sr. Acuña Ochoa y a ninguna otra persona, de 
tal manera que si el demandante de amparo aparece acu-
sado y condenado en la causa se debe en exclusiva a las 
afirmaciones que hizo el Sr. Acuña Ochoa cuando fue 
detenido y en actos procesales posteriores, cuando fue 
interrogado en la fase de instrucción y en la de plenario, 
no existiendo ningún otro dato que vincule al Sr. Zabala 
Sánchez con el paquete postal de referencia.

Por otro lado, la inexistencia de animadversión e 
incluso el reconocimiento de la relación de amistad prece-
dente entre ambos coimputados, así como el declarado 
conocimiento de que el Sr. Zabala Sánchez pudiera dedi-
carse al narcotráfico son, de una parte, meras apreciacio-
nes subjetivas que no pueden reputarse como elementos 
objetivos externos a los dos imputados; y de otro lado, no 
deja de ser una mera manifestación voluntarista no corro-
borada por ningún otro aspecto periférico derivado de la 
causa y así apreciado por el Tribunal, para llegar a la con-
clusión de que el Sr. James Zabala pudiera haber interve-
nido en el acto ilícito de tráfico de drogas por el que ha 
resultado condenado».

8. Por diligencia de fecha 24 de septiembre de 2004 
se hace constar que no se ha recibido escrito de alegacio-
nes de la representación procesal del recurrente.

9. Por providencia de fecha 2 de diciembre de 2005, 
se señaló para deliberación y votación de la presente Sen-
tencia el día 12 del mismo mes y año.

II. Fundamentos jurídicos

1. El demandante de amparo denuncia la vulnera-
ción de su derecho a la presunción de inocencia (art. 24.2 
CE) por las resoluciones judiciales recurridas, al haberse 
fundado su condena exclusivamente en el testimonio de 
un coimputado carente de corroboración alguna.

En relación con la suficiencia de las declaraciones de 
los coimputados para enervar la presunción de inocen-
cia, constituye doctrina reiterada de este Tribunal que 
dichas declaraciones caso de ser incriminatorias, no obs-
tante su valoración legítima desde la perspectiva consti-
tucional, dado su carácter testimonial, carecen de consis-
tencia plena como prueba de cargo cuando, siendo 
únicas, no resultan mínimamente corroboradas por otras 
pruebas. Esto significa, en palabras de la STC 115/1998, 
de 15 de junio, FJ 5, que «antes de ese mínimo [de corro-
boración] no puede hablarse de base probatoria sufi-
ciente o de inferencia suficientemente sólida o consis-
tente desde la perspectiva constitucional que demarca la 
presunción de inocencia» (por todas, entre las más 
recientes, SSTC 70/2002, de 3 de abril, FJ 11, ó 55/2005, 
de 14 de marzo, FJ 1). Esta exigencia de corroboración 
responde a que la declaración de un coimputado es una 
prueba «sospechosa» (STC 68/2001, de 17 de marzo, FJ 5) 
cuando se trata de la única prueba de cargo, en la medida 
en que el acusado, a diferencia del testigo, no sólo no 
tiene obligación de decir la verdad, sino que puede callar 
parcial o totalmente o incluso mentir, en virtud de los 
derechos a no declarar contra sí mismo y no confesarse 
culpable, reconocidos en el art. 24.2 CE, que son garan-
tías instrumentales del más amplio derecho de defensa 
(por todas, SSTC 233/2002, de 9 de diciembre, FJ 3).

Con respecto a lo que constituya esa mínima corrobo-
ración hemos advertido también que en sede constitucio-
nal no nos es posible exigir una corroboración plena, 
pues determinar si unas pruebas o datos confirman ple-
namente una declaración implica de modo necesario una 
valoración de tales datos o pruebas que nos está vedada; 
y tampoco hemos ofrecido una definición de lo que haya 
de entenderse por corroboración más allá de la idea de 
que la veracidad de la declaración de un coimputado ha 
de estar avalada por algún dato, hecho o circunstancia 
externa, debiendo dejar la determinación de si dicha 
mínima corroboración se ha producido o no al análisis 
efectuado caso por caso (por todas, SSTC 68/2001, de 17 
de marzo, FJ 5, ó 190/2003, de 27 de octubre, FJ 5).

Igualmente hemos afirmado que los diferentes ele-
mentos de credibilidad objetiva de la declaración –como 
pueden ser la inexistencia de animadversión, el manteni-
miento o no de la declaración o su coherencia interna– 
carecen de relevancia como factores externos de corrobo-
ración (SSTC 233/2002, de 9 de diciembre, FJ 4, ó 147/2004, 
de 13 de septiembre, FJ 2), siendo necesario que existan 
datos externos a la versión del coimputado que la corro-
boren, no en cualquier punto, sino en relación con la par-
ticipación del recurrente en los hechos punibles que el 
órgano judicial considera probados (SSTC 57/2002, de 11 
de marzo, FJ 4, ó STC 147/2004, de 13 de septiembre, FJ 2, 
entre otras).

Por último, hemos destacado también que los ele-
mentos cuyo carácter corroborador ha de ser valorado 
por este Tribunal son exclusivamente los que aparezcan 
expresados en las resoluciones judiciales impugnadas 
como fundamentos probatorios de la condena (SSTC 
181/2002, de 14 de octubre, FJ 4, ó 55/2005, de 14 de 
marzo, FJ 1).

2. La aplicación a este caso de la doctrina constitu-
cional expuesta exige, por tanto, que comprobemos si 
junto al testimonio incriminatorio del coimputado don 
Marco Tulio Acuña Ochoa (quien ha mantenido en todo 
momento que el paquete postal que fue a recoger a la 
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oficina de correos y que contenía la droga tenía como 
destinatario al Sr. Zabala Sánchez) los órganos judiciales 
tuvieron en cuenta algún hecho o dato externo a la decla-
ración, que corrobore el contenido de la misma en cuanto 
a la participación del demandante de amparo en los 
hechos por los que resultó condenado.

Como ya se expuso en los antecedentes, la Sentencia 
de la Audiencia Provincial funda la condena en las decla-
raciones del coimputado, respecto de las que realiza una 
serie de consideraciones en el fundamento jurídico ter-
cero, en cuanto a la verosimilitud y credibilidad que mere-
cen a la Sala, por cuanto han sido mantenidas desde el 
momento de la detención hasta el acto del juicio, expli-
cando las circunstancias en que conoció a don John 
James Zabala Sánchez, la certeza que tenía de que su 
compatriota se dedicaba al tráfico de drogas, la razón por 
la cual se prestó a colaborar en la operación yendo a reco-
ger el paquete, y dando explicación de las gestiones reali-
zadas ante la persona que remitía el paquete de Colom-
bia, Juan Carlos Ramírez, a quien conocía y que le mandó 
un fax desde Colombia a Puerto del Carmen autorizán-
dole a recibir el paquete enviado a nombre de Norbey 
Soto (fax que figura en las actuaciones al folio 23), indi-
cándole los pasos a seguir tras la recepción para su 
entrega a John James Zabala Sánchez. Y, finalmente, la 
Sala destaca que el testimonio exculpatorio del Sr. Zabala 
Sánchez, quien afirma que se llevaba bien con Marco Tulio 
Acuña Ochoa, refuerza la credibilidad de lo narrado por 
éste.

Por su parte, el Auto del Tribunal Supremo, en el razo-
namiento jurídico segundo, destaca que, conforme a las 
declaraciones vertidas por los miembros de la Guardia 
civil en el acto del juicio, el coimputado don Marco Tulio 
Acuña Ochoa manifestó espontáneamente al ser detenido 
que el contenido del paquete era para su entrega al
Sr. Zabala Sánchez, versión que ha mantenido a lo largo 
de todo el procedimiento, sin que sus declaraciones, 
como concluye la Sala de instancia, aparezcan «empaña-
das por motivos espurios, ni con finalidad autoexculpato-
ria». A lo cual se añade que «la Sala, en su fundamento 
jurídico tercero, considera probada la participación del 
acusado en la comisión del delito por la concurrencia de 
varios contundentes indicios, tal y como son la recepción 
de un fax, autorizando al acusado a recoger el envío remi-
tido a un supuesto nombre falso, Norbey Soto, tal y como 
mantiene el coimputado, así como las gestiones que 
debía consumar para hacerse con el referido paquete. Por 
último, la Sala valora las declaraciones exculpatorias del 
recurrente, quien llega a manifestar con contundencia 
que no comprende por qué se le imputa el delito del que 
se le acusa, ya que mantenía buenas relaciones persona-
les con el acusado don Marco Tulio».

3. De lo anteriormente expuesto se desprende que, 
como sostienen tanto el recurrente como el Ministerio 
Fiscal, la única prueba de cargo en que se sustenta la con-
dena es la declaración del coimputado don Marco Tulio 
Acuña Ochoa, sin que en las resoluciones judiciales 
impugnadas se exprese ningún otro hecho, circunstancia 
o dato, externos a tales declaraciones, que pudieran venir 
a corroborar, siquiera mínimamente, su contenido en tér-
minos constitucionalmente admisibles.

En efecto, tanto la Sentencia de instancia como el 
Auto del Tribunal Supremo hacen referencia al manteni-
miento de la declaración desde el momento de la deten-
ción hasta el acto del juicio oral –destacando el Auto del 
Tribunal Supremo la espontaneidad de esa manifestación 
conforme a lo declarado en el acto del juicio por los 
miembros de la Guardia civil que practicaron la deten-
ción–, la ausencia de móviles espurios o autoexculpato-
rios, la verosimilitud que merece la declaración sobre la 
base de los detalles aportados en la misma (circunstan-
cias en que conoció al recurrente, certeza de que se dedi-

caba al tráfico de drogas, motivo por el que se prestó a 
colaborar en la operación y gestiones realizadas para 
ello), y la credibilidad de su testimonio, que se ve refor-
zada por el testimonio exculpatorio del recurrente, quien 
manifiesta tener buenas relaciones personales con Marco 
Tulio. Pero estos datos, legítimamente valorados por los 
órganos judiciales como elementos que avalan la credibi-
lidad del testigo y la verosimilitud y coherencia interna de 
su relato, no constituyen factores externos de corrobora-
ción de la declaración del coimputado, como hemos des-
tacado en múltiples ocasiones (por todas, STC 65/2003, 
de 7 de abril, FJ 6, ó 55/2005, de 14 de marzo, FJ 3).

Tampoco puede considerarse elemento de corrobora-
ción el hecho de que ambos se conocieran, ni el que el 
demandante manifestara en el acto del juicio llevarse 
bien con el Sr. Acuña Ochoa, pues esta manifestación sólo 
corrobora la declaración del coimputado en cuanto al 
conocimiento mutuo y a la existencia de buena relación 
entre ellos, pero en modo alguno puede considerarse un 
elemento de corroboración externo de la participación del 
demandante de amparo en el delito de tráfico de drogas 
que se le atribuye, que es el objeto de la corroboración 
(SSTC 207/2002, de 11 de noviembre, FJ 4; 17/2004, de 23 
de febrero, FJ 5).

Por último, el único elemento de juicio restante –que 
la Sentencia de instancia sólo menciona como parte de la 
declaración del coimputado, pero al que el Auto del Tribu-
nal Supremo atribuye la condición de «contundente indi-
cio»– es la recepción de un fax en el que se autorizaba al 
acusado don Marco Tulio Acuña Ochoa para la recepción 
del paquete enviado a nombre de Norbey Soto. Pues bien, 
el contenido del citado fax se limita al nombre, la direc-
ción y firma del supuesto remitente (Gustavo Giraldo, de 
Colombia), los datos del destinatario (Norbey Soto, en 
una dirección de Lanzarote) y la frase: «Por medio de la 
presente autorizo al Señor Marco Tulio Ocaña Ochoa con 
C.C 18.463.492 Quimbaya, para reclamar la correspon-
dencia enviada al Señor Norbey Soto». De la mera lectura 
de este documento se desprende que no existe en él dato 
alguno que permita relacionar su contenido con el Sr. 
Zabala o suponer que fuera dirigido a él. Por el contrario, 
la persona a la que el fax autoriza a recoger el paquete en 
el que se halló la droga es el propio don Marco Tulio 
Acuña Ochoa, quien en efecto lo utilizó con tal finalidad, 
habiendo explicado en el acto del juicio –como se des-
prende de la lectura del acta del mismo– que «él aceptó 
recoger el paquete porque necesitaba dinero, pero no se 
lo podían entregar al venir a nombre de otra persona y 
que necesitaba una autorización, que le fue enviada por 
fax a un número que él le facilitó». Por tanto, el citado fax 
carece objetivamente de virtualidad alguna para ser valo-
rado como elemento externo de corroboración de la 
declaración del Sr. Acuña Ochoa, a los efectos requeridos 
por nuestra jurisprudencia.

Por todo lo expuesto, hemos de concluir que se ha 
vulnerado el derecho a la presunción de inocencia del 
demandante de amparo, pues la única prueba de cargo en 
que se basó su condena fue la declaración del coimpu-
tado, sin que en las resoluciones judiciales impugnadas 
se ponga de manifiesto la existencia de elementos exter-
nos e independientes de dicha declaración que permitan 
considerar mínimamente corroborada su participación en 
los hechos por los que se le condena, por lo que no ha 
existido actividad probatoria de cargo suficiente para 
enervar dicha presunción.

FALLO

En atención a todo lo expuesto, el Tribunal Constitu-
cional, POR LA AUTORIDAD QUE LE CONFIERE LA CONSTITUCIÓN DE LA 
NACIÓN ESPAÑOLA,
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Ha decidido

Otorgar el amparo solicitado por don John James 
Zabala Sánchez y, en consecuencia:

1.º Reconocer su derecho a la presunción de inocen-
cia (art. 24.2 CE).

2.º Anular la Sentencia de 7 de marzo de 2001, dic-
tada por la Sección Primera de la Audiencia Provincial de 
Las Palmas, así como el Auto de 24 de mayo de 2002, dic-
tado por la Sala Segunda del Tribunal Supremo, exclusi-
vamente en lo que se refiere a la condena impuesta al 
demandante de amparo.

Publíquese esta Sentencia en el «Boletín Oficial del 
Estado».

Dada en Madrid, a doce de diciembre de dos mil 
cinco.–María Emilia Casas Baamonde.–Javier Delgado 
Barrio.–Roberto García-Calvo y Montiel.–Jorge Rodrí-
guez-Zapata Pérez.–Manuel Aragón Reyes.–Pablo Pérez 
Tremps.–Firmado y rubricado. 

 395 Sala Segunda. Sentencia 313/2005, de 12 de 
diciembre de 2005. Recurso de amparo 114-2003. 
Promovido por don Juan Alberto Perote Pellón 
frente al Auto de la Sala Quinta del Tribunal 
Supremo que denegó la nulidad de actuacio-
nes de la causa militar en la que había sido 
condenado por delito de revelación de infor-
maciones relativas a la seguridad y defensa 
nacional.

Supuesta vulneración de los derechos al juez 
imparcial y a la tutela judicial efectiva: impar-
cialidad del Tribunal que resuelve un incidente 
de nulidad de actuaciones (STC 170/2002); inci-
dente de nulidad denegado en causa penal tras 
Sentencia del Tribunal Europeo de Derechos 
Humanos por inexistencia de lesión o vulnera-
ción actual (STC 245/1991).

La Sala Segunda del Tribunal Constitucional, com-
puesta por don Guillermo Jiménez Sánchez, Presidente, 
don Vicente Conde Martín de Hijas, doña Elisa Pérez Vera, 
don Eugeni Gay Montalvo, don Ramón Rodríguez Arribas 
y don Pascual Sala Sánchez, ha pronunciado

EN NOMBRE DEL REY

la siguiente

SENTENCIA

En el recurso de amparo núm. 114-2003, promovido 
por don Juan Alberto Perote Pellón, representado por el 
Procurador de los Tribunales don Antonio Albaladejo Mar-
tínez y asistido por el Letrado don Jesús Santaella López, 
contra el Auto dictado por la Sala Quinta del Tribunal 
Supremo de 9 de diciembre de 2002 y contra las Senten-
cias de 9 de julio de 1997, dictada por el Tribunal Militar 
Central en la causa 1-2/95, y de 30 de marzo de 1998, dic-
tada por la Sala de lo Militar del Tribunal Supremo en el 
recurso de casación núm. 75/97, confirmatoria de la ante-
rior, en solicitud de su declaración de nulidad y consi-
guiente retroacción de actuaciones al momento inme-
diato posterior a la conclusión del sumario original. Ha 
intervenido el Ministerio Fiscal. Ha sido Ponente el Magis-

trado don Pascual Sala Sánchez, quien expresa el parecer 
de la Sala.

I. Antecedentes

1. Mediante escrito registrado en este Tribunal el 8 de 
enero de 2003, don Antonio Albaladejo Martínez, Procura-
dor de don Juan Alberto Perote Pellón, interpuso recurso 
de amparo contra las resoluciones judiciales indicadas en 
el encabezamiento de esta Sentencia.

2. Los hechos en que se fundamenta el presente 
recurso son, en síntesis, los siguientes:

a) Por el Juzgado Togado Militar Central núm. 1 se 
incoó sumario 1-2/95 en el que resultó procesado el ahora 
recurrente por el presunto delito de revelación de infor-
maciones relativas a la seguridad y defensa nacional, en 
la modalidad de apropiación. En la fase de instrucción el 
Sr. Perote interpuso diversos recursos devolutivos contra 
determinadas resoluciones del Juez instructor (especial-
mente contra la medida cautelar de prisión provisional y 
contra el Auto de procesamiento) de los que conocieron 
dos Magistrados que formaron parte del Tribunal de enjui-
ciamiento.

Esta circunstancia fue oportunamente denunciada por 
el Letrado del, entonces, procesado, mediante el instituto 
de la recusación de ambos Magistrados y la reiteración de 
la vulneración del derecho fundamental al juez imparcial 
(en su vertiente objetiva) en el acto del juicio oral, cuestio-
nes ambas que fueron desestimadas en aquella instancia. 
El Tribunal Militar Central condenó al recurrente, mediante 
Sentencia de 9 de julio de 1997, como «autor responsable 
de un delito consumado de revelación de secretos o infor-
maciones relativas a la seguridad nacional y defensa 
nacional, en su modalidad de ‘‘procurarse información 
legalmente clasificada relativa a la seguridad nacional o 
defensa nacional’’, previsto y penado en el artículo 53, 
párrafo primero, del Código penal militar, con la concu-
rrencia de la circunstancia agravante específica de ser el 
sujeto activo depositario o conocedor del secreto o infor-
mación por razón de su cargo o destino, prevista en el 
número 1 del artículo 54 del citado texto legal, a la pena 
de siete años de prisión, con las accesorias de pérdida de 
empleo y suspensión de cargo público y derecho de sufra-
gio pasivo durante el tiempo de la condena [...] sin exi-
gencia de responsabilidades civiles, y siéndole de abono 
al condenado el tiempo que hubiera permanecido en 
situación de detenido y prisión preventiva rigurosa o ate-
nuada a consecuencia de los hechos enjuiciados».

b) La indicada Sentencia fue recurrida en casación, 
invocando, entre otros motivos, la «violación del derecho 
al juez ordinario predeterminado por la Ley —artículo 24.2 
de la Constitución Española—, en su faceta del derecho al 
Juez imparcial, al haber constituido el Tribunal sentencia-
dor personas cuya recusación fue intentada válida y opor-
tunamente por el recurrente, a la luz de la doctrina consti-
tucional y del TEDH vigente».

La Sala de lo Militar del Tribunal Supremo dictó Sen-
tencia, de fecha 30 de marzo de 1998, por la que desesti-
maba el recurso de casación interpuesto. En relación con 
el alegado motivo basado en la lesión del derecho al juez 
imparcial, en su vertiente objetiva, el citado Alto Tribunal 
la desestimó en el fundamento de derecho tercero con 
base en la siguiente argumentación:

«En cuanto a la recusación formulada contra el 
Presidente del Tribunal Militar Central y el Vocal 
Togado Excmo. Sr. R.G., a quienes el recurrente atri-
buye profusa intervención en la fase de instrucción 
e incluso afirma que de hecho dictaron auto de pro-
cesamiento, lo que, a su juicio, les había contami-
nado a la hora de intervenir en el Juicio oral, ha de 
decirse que es absolutamente incierta esta afirma-
ción: el Tribunal de instancia no dictó el Auto de 


